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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]RÉGIMEN DE INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES – Noción – Finalidad

El régimen de inhabilidades e incompatibilidades en la contratación pública responde a la tendencia de asegurar que la provisión de los bienes y servicios por parte de las Entidades Estatales se efectúe cumpliendo con los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal, especialmente con probidad y transparencia. Las inhabilidades son prohibiciones para concurrir a los procedimientos de selección y para contratar con el Estado, que se derivan de la existencia de comportamientos reprochables o de sanciones anteriormente impuestas, de vínculos personales relativos al parentesco o al estado civil, o de una actividad u oficio que se desempeñó en el pasado. Las incompatibilidades, por su parte, son prohibiciones fundadas en la presencia de una calidad que ostenta el sujeto interesado, que no puede coexistir con su calidad de proponente o contratista del Estado.

RÉGIMEN DE INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES – Carácter restrictivo – Interpretación restrictiva

Las inhabilidades e incompatibilidades son circunstancias establecidas por la Constitución o la ley que impiden que personas naturales o jurídicas celebren contratos con el Estado, con el objetivo de garantizar la idoneidad, imparcialidad, probidad, transparencia y moralidad de la función pública, en aras del interés general. Al constituir límites especiales a la capacidad para contratar, solo pueden tipificarse en la ley o en la Constitución —esto es, deben satisfacer el principio de legalidad— y su interpretación es restrictiva, sin que sea posible ampliar sus causales por vía de analogía o de interpretación extensiva.

PARENTESCO POR AFINIDAD – Segundo grado – Alcance

De conformidad con el artículo 47 del Código Civil, el parentesco por afinidad es el que existe entre una persona que está o ha estado casada —o unida en unión marital de hecho— y los consanguíneos de su cónyuge o compañero permanente. La línea y el grado de afinidad se califican por la línea y el grado de consanguinidad del cónyuge o compañero permanente con el respectivo pariente. En consecuencia, los hermanos del cónyuge o compañero permanente se ubican en el segundo grado de afinidad, en la línea transversal o colateral.

ADQUISICIÓN DE BIENES INMUEBLES – Contratación directa – Capacidad para contratar

La adquisición de bienes inmuebles por las Entidades Estatales puede adelantarse mediante la modalidad de contratación directa, conforme al literal i) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 y al artículo 2.2.1.2.1.4.10 del Decreto 1082 de 2015. Sin embargo, la procedencia de dicha modalidad no excluye ni suspende la aplicación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades, pues una cosa es la modalidad de selección y otra distinta la capacidad jurídica del propietario para celebrar el contrato estatal.

INHABILIDAD POR PARENTESCO – Representante legal de la entidad estatal – Artículo 8, numeral 2, literal b), de la Ley 80 de 1993

El numeral 2, literal b), del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 dispone que no pueden celebrar contratos con la entidad respectiva las personas que tengan vínculos de parentesco, hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, con los servidores públicos de los niveles directivo, asesor o ejecutivo de la entidad contratante. El representante legal de la entidad territorial ostenta la condición de servidor público del nivel directivo para efectos de esta causal.
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Bogotá, Cundinamarca

	
	Concepto C- 953 de 2026


	Tema:                   
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	Radicación:               
	Respuesta a consulta con radicado No. 1_2026_06_09_007831



Respetado(a) peticionario(a):

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud remitida a esta Agencia el pasado 9 de junio de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“EL Alcalde de una entidad territorial (Municipio) de sexta categoría, en cumplimiento de lo establecido en el Art. 111 de la Ley 99 de 1993 (modificado por la Ley 1450 de 2011), puede contratar con su cuñada la compra de un predio de importancia estratégica para la conservación de recursos hídricos, cuando después de realizar los estudios y análisis previos, se establece que dicho inmueble es de importancia estratégica para la entidad:”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición, se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero señalando algunas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: ¿Cuál es el alcance del régimen de inhabilidades e incompatibilidades en la adquisición directa de bienes inmuebles cuando el propietario tiene un vínculo de parentesco en segundo grado de afinidad con el representante legal de la entidad estatal?

Respuesta:

	El régimen de inhabilidades e incompatibilidades constituye un conjunto de restricciones especiales a la capacidad para presentar ofertas y celebrar contratos estatales que, por afectar el ejercicio de un derecho, únicamente puede ser establecido por la Constitución o la ley y debe interpretarse de manera restrictiva, sin que sea posible ampliar sus causales por vía de analogía o de interpretación extensiva.
La causal aplicable al supuesto consultado es la prevista en el numeral 2, literal b), del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, conforme a la cual no pueden celebrar contratos con la entidad respectiva las personas que tengan vínculos de parentesco, hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, con los servidores públicos de los niveles directivo, asesor o ejecutivo de la entidad contratante. El representante legal de la entidad territorial, para el caso concreto, el alcalde, ostenta la condición de servidor público del nivel directivo para estos efectos.
Que la adquisición del inmueble pueda adelantarse mediante contratación directa, en los términos del literal i) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 y del artículo 2.2.1.2.1.4.10 del Decreto 1082 de 2015, no excluye ni suspende la aplicación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades. Una cosa es la procedencia de la modalidad de selección y otra distinta la capacidad jurídica del propietario para ser parte del contrato estatal.
En consecuencia, cuando se encuentra debidamente acreditado que la propietaria del predio tiene un vínculo de parentesco en segundo grado de afinidad con el representante legal de la entidad, como ocurre, según el artículo 47 del Código Civil, respecto de los hermanos del cónyuge o compañero permanente, dicha persona se halla incursa en la inhabilidad del numeral 2, literal b), del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 y, por tanto, no puede celebrar el contrato de compraventa con la respectiva entidad territorial.
La importancia estratégica del predio para la conservación de los recursos hídricos y la obligación general prevista en el artículo 111 de la Ley 99 de 1993 no neutralizan por sí mismas la inhabilidad. Dicha disposición impone a los departamentos y municipios el deber de destinar recursos para adquirir y mantener áreas de importancia estratégica o para financiar esquemas de pago por servicios ambientales, pero no constituye una obligación legal de contratar con una persona determinada; por ello no configura la excepción prevista en el artículo 10 de la Ley 80 de 1993, que se predica de quienes contratan por obligación legal. La entidad conserva alternativas para satisfacer ese deber, de modo que la finalidad ambiental no impone la celebración del contrato con la propietaria inhábil.
Lo anterior se formula sobre el supuesto, expresamente definido en la consulta, de que el parentesco en segundo grado de afinidad y la condición funcional del representante legal se encuentran debidamente acreditados. La verificación de tales hechos y la valoración definitiva del caso concreto corresponden a la entidad contratante y, en caso de controversia, a las autoridades judiciales, disciplinarias y fiscales, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente resolver situaciones particulares ni validar actuaciones.



2. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

El régimen de inhabilidades e incompatibilidades en la contratación pública responde a la necesidad de asegurar que la provisión de bienes y servicios por parte de las Entidades Estatales se efectúe con observancia de los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal, en particular la moralidad, la transparencia, la imparcialidad, la probidad y el interés general. Las inhabilidades e incompatibilidades son circunstancias establecidas por la Constitución o la ley que impiden que ciertas personas celebren contratos con el Estado y, por constituir límites especiales a la capacidad para contratar, deben interpretarse de forma restrictiva.
Por afectar el ejercicio de un derecho, las causales de inhabilidad e incompatibilidad únicamente pueden ser tipificadas por la Constitución o la ley. La Corte Constitucional ha señalado que el intérprete de este tipo de normas debe ceñirse en la mayor medida posible al tenor literal y gramatical de los enunciados normativos, sin acudir a criterios como la analogía o la interpretación extensiva para ampliar el alcance de las causales legalmente fijadas[footnoteRef:1]. En el mismo sentido, el Consejo de Estado ha considerado que la interpretación restrictiva de las normas que establecen inhabilidades constituye una aplicación del principio del Estado de Derecho previsto en el artículo 6 de la Constitución Política, según el cual los particulares pueden hacer todo aquello que no les esté expresamente prohibido[footnoteRef:2]. [1:  Corte Constitucional. Sentencia T-1039 de 2006. M.P. Humberto Sierra Porto. La Corte Constitucional ha mantenido este criterio, entre otras, en las Sentencias C-903 de 2008. M.P. Jaime Araújo Rentería, y C-101 de 2018. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.]  [2:  Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 30 de abril de 2015. Exp. 2251. C.P. Álvaro Namén Vargas.] 

El artículo 8 de la Ley 80 de 1993 establece limitaciones a la capacidad para suscribir contratos estatales fundadas en las relaciones de parentesco. En particular, el numeral 2, literal b), dispone que tampoco podrán celebrar contratos estatales con la entidad respectiva “[las personas que tengan vínculos de parentesco, hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil con los servidores públicos de los niveles directivo, asesor, ejecutivo o con los miembros de la junta o consejo directivo, o con las personas que ejerzan el control interno o fiscal de la entidad contratante”. A diferencia de las causales de los literales g) y h) del numeral 1 —referidas a la concurrencia de proponentes en un mismo proceso— y de los literales c) y d) del numeral 2 —relativos al cónyuge o compañero permanente y a determinadas personas jurídicas—, la causal aquí analizada recae directamente sobre el vínculo de parentesco del particular con el servidor público de nivel directivo de la entidad contratante.
El parentesco por afinidad se encuentra definido en el artículo 47 del Código Civil, conforme al cual la afinidad es la que existe entre una persona que está o ha estado casada y los consanguíneos de su cónyuge; la línea y el grado de afinidad de una persona con un consanguíneo de su cónyuge se califican por la línea y el grado de consanguinidad de este último con el respectivo pariente[footnoteRef:3]. Comoquiera que dos hermanos se hallan en segundo grado de consanguinidad en la línea transversal (artículo 46 del Código Civil), los hermanos del cónyuge o compañero permanente se ubican, correlativamente, en el segundo grado de afinidad. La calificación de “legítima” empleada en el texto original de la norma debe entenderse superada por el principio constitucional de igualdad, y el vínculo de afinidad también se predica de la unión marital de hecho. Ahora bien, la denominación coloquial de “cuñada” no acredita por sí sola dicho vínculo: la conclusión de este concepto parte del supuesto, expresamente definido en la consulta, de que existe un parentesco jurídicamente acreditado en segundo grado de afinidad entre la propietaria y el representante legal de la entidad. [3:  Código Civil, artículo 47: “Afinidad legítima es la que existe entre una persona que está o ha estado casada y los consanguíneos legítimos de su marido o mujer. La línea o grado de afinidad legítima de una persona con un consanguíneo de su marido o mujer, se califica por la línea o grado de consanguinidad legítima de dicho marido o mujer con el dicho consanguíneo. Así un varón está en primer grado de afinidad legítima, en la línea recta, con los hijos habidos por su mujer en anterior matrimonio; en segundo grado de afinidad legítima, en la línea transversal, con los hermanos legítimos de su mujer”. La calificación de “legítima” debe entenderse superada por el principio constitucional de igualdad previsto en los artículos 13 y 42 de la Constitución Política.] 

La adquisición de bienes inmuebles por las Entidades Estatales puede adelantarse mediante contratación directa, de conformidad con el literal i) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, y con el artículo 2.2.1.2.1.4.10 del Decreto 1082 de 2015, que fija las reglas para su procedencia. La contratación directa es una modalidad de selección de aplicación restrictiva y excepcional al principio de libre concurrencia, pero ello no altera la naturaleza del negocio: la compraventa que celebra la entidad es un contrato estatal y, como tal, se encuentra sometida al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, incluido su régimen de inhabilidades e incompatibilidades. En otras palabras, la procedencia de la modalidad de selección atañe a la forma de escoger al contratista, mientras que las inhabilidades atañen a la capacidad jurídica de la persona para ser parte del contrato.
De la lectura sistemática de las disposiciones anteriores se sigue que la inhabilidad del numeral 2, literal b), del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 opera respecto de la celebración de cualquier contrato estatal con la entidad respectiva, sin distinguir la modalidad de selección empleada. Por consiguiente, la circunstancia de que la compraventa del inmueble se tramite por contratación directa no exceptúa la aplicación de la causal. Si la propietaria del predio tiene un vínculo de parentesco en segundo grado de afinidad con el representante legal de la entidad contratante, se encuentra impedida para celebrar el contrato de compraventa con dicha entidad.
El artículo 111 de la Ley 99 de 1993 declara de interés público las áreas de importancia estratégica para la conservación de los recursos hídricos que surten de agua a los acueductos municipales, distritales y regionales, y dispone que los departamentos y municipios dedicarán un porcentaje no inferior al 1 % de sus ingresos corrientes a la adquisición y mantenimiento de dichas áreas o a la financiación de esquemas de pago por servicios ambientales[footnoteRef:4]. Se trata, por tanto, de una obligación de contenido finalístico y presupuestal, dirigida a la protección de un bien de interés general, que no identifica un predio determinado ni un propietario específico y que admite diversas modalidades de cumplimiento. Por su parte, el artículo 10 de la Ley 80 de 1993 establece que no quedan cobijadas por las inhabilidades e incompatibilidades las personas que contraten por obligación legal, entre otras excepciones. Sin embargo, esta excepción exige que la propia ley imponga la celebración del contrato de manera tal que su cumplimiento no pueda condicionarse a que la persona se encuentre o no inhabilitada, supuesto que no se configura con la obligación general del artículo 111 de la Ley 99 de 1993, pues esta no compele a contratar con una persona determinada y deja a la entidad territorial alternativas idóneas para satisfacer el deber —entre ellas la adquisición de otras áreas estratégicas o la implementación de esquemas de pago por servicios ambientales—. En aplicación del carácter restrictivo del régimen, la obligación general de proteger áreas estratégicas no puede leerse como una autorización para desconocer las inhabilidades ni como una obligación legal de contratar específicamente con la propietaria vinculada por parentesco. [4:  El artículo 111 de la Ley 99 de 1993 fue modificado por el artículo 210 de la Ley 1450 de 2011 y, posteriormente, por la Ley 2320 de 2023.] 

Acreditados el parentesco en segundo grado de afinidad entre la propietaria y el representante legal de la entidad y la condición de este último como servidor público del nivel directivo, la primera se halla incursa en la inhabilidad del numeral 2, literal b), del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 y no puede celebrar el contrato de compraventa con la respectiva entidad territorial. Ni la modalidad de contratación directa ni la importancia estratégica del predio neutralizan dicha inhabilidad, y la obligación general del artículo 111 de la Ley 99 de 1993 no constituye la excepción de obligación legal prevista en el artículo 10 de la Ley 80 de 1993.
El análisis requerido para resolver problemas específicos sobre la aplicabilidad del régimen de inhabilidades e incompatibilidades a un asunto particular y concreto debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con el marco jurídico aquí explicado. Las afirmaciones contenidas en este concepto no constituyen juicios de valor sobre las circunstancias particulares que motivan la consulta ni sobre la conducta de persona alguna. Por lo anterior, la solución de las situaciones concretas corresponde a los interesados y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, disciplinarias y fiscales competentes, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente validar las actuaciones de las entidades ni de los demás partícipes del sistema de compra pública.

3. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:
4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:	
	•  Constitución Política de 1991, artículos 6, 13, 42 y 209.
•  Ley 80 de 1993, artículos 8 y 10.
•  Ley 1150 de 2007, artículo 2, numeral 4, literal i).
•  Ley 99 de 1993, artículo 111 (modificado por el artículo 210 de la Ley 1450 de 2011 y por la Ley 2320 de 2023).
•  Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.4.10.
•  Código Civil, artículos 35, 37, 42, 46 y 47.
•  Corte Constitucional. Sentencias T-1039 de 2006, C-903 de 2008 y C-101 de 2018.
•  Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 30 de abril de 2015. Exp. 2251.



2. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre el régimen de inhabilidades e incompatibilidades en la contratación estatal, esta Subdirección se ha referido, entre otros, en los Conceptos C-035 del 24 de abril de 2024, C-067 del 16 de mayo de 2024, C-041 del 29 de mayo de 2024, C-078 del 4 de junio de 2024, C-193 del 19 de julio de 2024, C-271 del 25 de julio de 2024, C-108 del 6 de agosto de 2024, C-332 del 27 de agosto de 2024 y C-151 del 18 de marzo de 2025. En relación con la adquisición y el arrendamiento de bienes inmuebles mediante contratación directa, pueden consultarse, entre otros, los Conceptos C-564 de 2025 y C-1258 de 2025. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, a través del siguiente enlace:  https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación: https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718 

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente 
Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
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	Elaboró:
	Gloria Elizabeth Arango Builes
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual

	Revisó:
	Juan David Cárdenas Cabeza
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual 

	Aprobó:
	Carolina Quintero Gacharná
Subdirectora de Gestión Contratual ANCP – CCE
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